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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
üü;)~!" Dar don Fernando Garcia-Mon y González Regue­
ral, President;) en funciones; don Rafael de Mendizábal
Allende, don Julio Diego Ger:zélez Campos, don Caries
Vivar Pi-5unyer y don Tomás S. Vh:es .4!"!!ón: iv~ag¡$t~8­
dos, ha pronunciado

sible por extemporaneidad mediante providencia dictada
el día 26 de febrero de 1993, al entender el Juzgado
que la notificación de la Sentencia no se realizó el día
18 de febrero de 1993, como afirmaba la recurrente.
sino el día 8 del mismo mes y año, fecha en la que,
al resultar infructuosa la notificación personal intentada
en primer término, se entregó la correspondiente cédula
al vecino don Luís Jiménez, quien, en calidad de arren­
datario del local sito en la planta baja del edificio en
cuya primera planta habita la actora, explotaba el nego­
cio de hosteleria antes mencionado y había intervenido
como testigo del demandante en el también citado juicio
de cognición núm. 1.139/91.

d) El recurso de queja entablado contra dicha reso­
lución fue desestimado por el Auto de 19 de octubre
de 1993, dictado por la Sección Decimocuarta de la
Audiencia Provincial de Madrid.

3. .Cürl5idcí3 :3 p~~te !"B~üíí~r:te er! e!T!!Jaro que
dichas resoluciones han vulnerado su dereetlO Íüi"idac

mental a la tutela judicial efectiva sin resultado de
indefensión.

Mantiene, en primer término, que la cédula de noti­
ficación entregada en virtud de lo dispuesto en el
art. 268 L.E.C. adolece de una irregularidad formal inva­
lidante, al no haberse hecho constar en ella la relación
que une a la persona que la recibe con la persona des­
tinataria de la misma. También manifiesta, en segundo
término, que el receptor de la cédula, en su condición
de titular del negocio de hostelería perjudicado por las
obras realizadas por la actora en su vivienda, era sujeto
interesado en el pleito cuya resolución final constituía
el objeto de la notificación, aparte de ser persona con
la que mantenía una relación personal de enemistad,
como lo demuestra la existencia de un anterior juicio
de faltas entre dicho receptor y el marido de la recurrente,·
razones todas ellas de las que infiere que la persona
a quien se entregó la cédula de notificación la retuvo
dolosamente en su poder hasta el día 18 de febrero
de 1993, fecha en la que, al haber vencido los plazos
legalmente establecidos, ya no le era posible a la deman­
dante de amparo formular recurso de apelación, lo que,
en definitiva, le ha ocasionado una patente indefensión
lesiva de su derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva.

4. El 25 de marzo de 1994, la Sección dictó pro­
videncia de admisión a trámite del recurso, requiriendo
a los órganos judiciales de procedencia la remisión de
las actuaciones y el emplazamiento de quienes hubieran
sido parte en el proceso de que trae causa el presente
recurso de amparo.

5. Por otra providencia de la misma fecha, la Sec­
ción acordó la apertura de la pieza separada de sus­
pensión, otorgando a las partes el correspondiente plazo
para efectuar alegaciones. En dicho trámite, la deman­
dante insistió en su inicial solicitud de suspensión, mien­
tras que el Ministerio Fiscal se opuso a dicha petición,
al considerar que los eventuales perju!c!os q~e p!Jd:erer.
ocasionarse con la ejecución de las resoluciones impug­
nacias tienen un conien;~u ¡;~~~~e:;~e D~!rimonial y.
como tales, perfectamente resarcibles sin que el amparo
llegue a perder su f,nalrdad. La Sala, mediante Auto
de 25 de abril de 1994, acordó denegar la solicitud
de suspensión.

o. Por providencia de 4 de julio de 1994, la Sección
.,C0rdó tener pu¡ ~~r:ibidas las actuaciones judiciales soli­
citadas y' la apertura dei t,;;::oite de alegaciones previsto
en el art. 52 LCTS·

En dicho trámite. ¡él ;e~urrente en amparo :,:~¡st¡ó en
los hechos y fundamentos inicialmente consignados ~."

Sala Segunda. Sentencia 39/1996, de 11
de marzo de 1996. Recurso de amparo
3.426/1993. Contra Auto dictado por la
Audiencia Provincial de Madrid desestimando
recurso de queja contra providencia del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 8 de los de
Madrid en la que se declara la inadmisión por
extemporaneidad del recurso de apelación for­
mulado contra la Sentencia de dicho Juzgado.
Vulneración del derecho a la tutela judi­
cial efectiva: notificación irregular lesiva del
derecho.
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L Antecedentes

1, Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 19 de noviembre de 1993, la representación procesal
de doña María Dolores Toro Espinosa interpuso el recur­
so de amparo del que se ha hecho mención en el
encabezamiento.

2. El recurso se fundamenta en los siguientes
hechos:

a) Doña María Dolores Toro Espinosa fue deman­
dada por don Mariano Arcos Quevedo en el juicio de
cognición núm. 1.139/91, seguido ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 8 de los de Madrid, en el que
se solicitó la demolición de unas obras realizadas en
su vivienda, las cuales, al parecer, obstruían la salida
de humos del local de hostelería síto en la planta baja
':;;:,' edifici~ en el que tiene su dom~cilio la recurrente,
así corno '::1 ;~~o de una Indemnlzaclon. -

b) En el referido jU!~,': rle cognición recayó Senten­
cia estín,atoria con fecha 18 de ;;,~:''O de 2993, de la
que, según se afirma en el escrito de de'i1a,... ':: rle ampa­
ro, la recurrente tuvo conocimiento el día 18 de ícn'-'::.'o
del mismo año, al encontrar una copia de la misma q";~

había sido arrojada por debajo de la puerta de su
vivienda.

c) En fecha 24 de febrero de 1993 la demandante
de amparo interpuso recurso de apelación contra la Sen­
tencia condenatoria, recurso que fue declarado inadmi-

En el recurso de amparo núm. 3.426/93, promovido
por doña María Dolores del Toro Espinosa, representada
por el Procurador don Antonio Ramón Rueda López y
asistida por el Letrado don Eduardo Calvo Cabello, contra
el Auto dictado por la Sección Decimocuarta de la
Audiencia Provincial de Madrid, de 19 de octubre de
1993, por el que se desestima el recurso de queja enta­
blado contra la providencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 8 de los de Madrid, de 26 de febrero del
mismo año, en la que se declara la inadmisión por extem­
poraneidad del recurso de apelación formalizado contra
la Sentencia de dícho Juzgado, de 18 de enero de 1993,
recaída en el juicio de cognición núm. 1.139/91. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis­
trado don Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer
de la Sala.
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su escrito de demanda. suplicando lá emisión de una
Sentencia estimatoria de su pretensión que decretara
la nulidad de las resoluciones Judiciales impugnadas.

El Ministerio Fiscal. por su parte. formuló sus ale­
gaciones mediante escrito registrado ellO de agosto
de 1994. en el que. en primer término y haciéndose
eco de la jurisprudencia de este Tribunal emitida a pro­
pósito de la relevancia de los actos procesales de comu­
nicación. sostuvo que la cédula de notificación no
contiene ningún tipo de irregularidad formal invalidante
porque sí se hizo constar en ella la relación de vecindad
que unía al receptor con la destinataria de la notificación.
negando por esta causa. en segundo término. que haya
existido en el presente caso ninguna clase de lesión del
arl. 24.1 CE. sin perjuicio de que la recurrente pueda
dirigirse contra el receptor exigiéndole la responsabilidad
que eventualmente pueda corresponderle por la supues­
ta demora en la entrega de la cédula que ahora se
denuncia.

7. Por providencia de 7 de marzo de 1996. se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el dia 11 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso tiene por objeto determinar
sí la demandante de amparo ha experimentado o no
una lesión de su derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva sin resultado de indefensión como consecuencia
de que la cédula de notificación de la Sentencia dictada
en el juicio de cognición núm. 1.139/91. de la que se
hizo cargo un vecino el día 8 de febrero de 1993. no
le fue entregada efectivamente hasta el posterior
día 18 del mismo mes y año, fecha en la que ya habían
vencido los plazos legalmente establecidos para la inter­

. posición del recurso de apelación que efectivamente for­
malizó. y cuya inadmisión por extemporaneidad fue
declarada en las resoluciones ahora impugnadas.

Según se afirma en la demanda. el receptor de la
cédula demoró maliciosamente su entrega a la recurren­
te durante diez días. demora que. a juicio de esta última.
fue debida tanto a las malas relaciones personales que
mantiene con la persona a quien fue entregada la cédula.
como a la circunstancia de que dicho receptor estuviera
objetivamente interesado en que la actora no recurriera
la sentencia objeto de notificación. al ser el mismo titular
del negocio de hosteleria directamente perjudicado por
las obras que la recurrente había acometido en su vivien­
da, obras que dieron lugar a que fuera demandada por
el propietario del lucal de negocio en el juicio de cog­
nición en el que quien recibió la cédula intervino como
testigo de la parte demandante.

No es objeto de discusión, por tanto, ni la procedencia
de este tipo de notificaciones. legalmente previstas en
el arl. 268 L.E.C. cuando resulta infructuosa la prioritaria
notificación personal. ni tampoco la regularidad formal
de la cédula pues. en contra de lo sostenido en la deman­
da de amparo. en dicha cédula si aparece que la cir­
cunstancia que une al receptor de la notificación y a
la de3tinataria de la misméi es una reiación de vecindad.

L.. AUdque este Tribunal, como certeramente ha
advertido el Ministerio Fiscal. haya declarado expresa·
mente la conformidad a la Constitución de: tipo de noti­
flcacionas por céduh que ahora nos ocupan, determi­
nando su carácter subsidiario de ia notificación realizada
personalmante al interesado (v. gr.. STC 72/198P;; 'y
la n~cesidad de que en la diligencia a'.:;(~~;·:¿"[iVd de ~~~

práctica queden escrupu!os:l.,~'~;n te cumpjH:'.~:1tadas
todas las exigencia;; f":~7"¡-la-les requerid;::: ;-':ví el art. 268
de la. L~y d~-l :~ljulciamiento Civil ~;-:olllbre: estado y acu··
p'1C,P:--. de 13 persona q~~--' reGibe l¿'l cbddlc, su relación

con la que deba ser notificada. la obÍlgaclón que aquélla
tiene. y le hará saber el actuario, de entregar a ésta
la cédula así que regrese a su domicilio, o de darle aviso
si conoce su paradero, y firma de la diligencia por parte
del actuario y del receptor) (v. gr.. STC 195/1990), no
es menos cierto que también hemos podido resaltar.
en algunos supuestos análogos al ahora planteado, la
necesidad de que los órganos judiciales no otorguen
mecánicamente un valor absoluto al simple con'tenido
formal de la diligencia de notificación. prescindiendo de
cualquier enjuiciamiento sobre los motivos alegados por
la parte acerca de la no recepción en plazo de la
notificación.

En efecto, tal y como afirmamos en la STC 275/1993.
los órganos judiciales, ante un caso como el sllscit8do
e.n el presente recurso de amparo, nQ pueden presumir,
sin leSIonar el dereche cGii;;agrildo en 01 arto 24.1 CE,
autj !f!::; nct;ficadunes realizadas a través de terceras
personas hayan llegado al conocimiento de la parte inte­
resada cuando la misma cuestiona la fecha en que le
ha sido entregada la cédula, supuesto en el cual. il la
vista de las circunstancias del caso, de las alegaciones
formuladas y de la prueba que pueda eventualmente
ser aportada, están obligados a emitir un pronunciamien­
to expreso sobre la posibilidad o no de que haya existido
una demora en la entrega de la notificación que haya
impedido al interesado utilizar los medios de defensa
para cuyo ejercicio efectivo establece el ordenamiento
un determinado plazo.

Debe tenerse en cuenta. además que, como en rei­
teradas ocasiones ha afirmado este Tribunal. en el ámbito
del derecho de acceso a la jurisdicción rige el principio
de la interpretación más favorable a la efectividad del
derecho fundamental.

3. La aplicación de la anterior doctrina al presente
caso ha de determinar la estimación de la demanda de
amparo.

En efecto, de la simple lectura de Auto de la Sección
Decimocuarta de la Audiencia Provincial de Madrid.
de 19 de octubre de 1993, se desprende de forma ine­
quívoca que la desestimación del recurso de queja enta­
blado por la actora contra la providencia de 26 de febrero
de 1993 tuvo por exclusivo fundamento el de considerar.
en una interpretación puramente mecánica de la nor­
mativa aplicable. que la fecha en que la recurrente tuvo
conocimiento de la notificación era la consignada en
la diligencia acreditativa de la entrega de la cédula al
vecino, sin que, de este modo, dicho órgano judicial lle­
gara a pronunciarse ni. en consecuencia. a valorar de
manera razonada, las alegaciones que intentaban evi­
denciar la existencia de una demora en la entrega efec­
tiva de la referida cédula que le impidió formalizar en
plazo el recurso de apelación.

El Auto de 19 de octubre de 1993 aparece. pues,
ayuno de toda motivación acerca de que la enemistad
que mantenían la recurrente y la persona que se hiciera
cargo de la cédula, así como el hecho de estar esta
última interesada en que I.~ demandant~ de arnp¿¡'~ ~iO

pudiera recurrir en apelaclon, pudle.r;:J'-! i ¡... ¡--."'- .- riginado
una demora en la entrega de !o íln-t:'~-!GiJClón.- u.

P.or cons¡q!..,.¡~;: ~t""', "':~rnos de declarar que :a negativa
del orC;:4rll ' ''"'_-lIJ 11.': iai a enJ'uiciar los motivos alegados porl· _ J

.. ' "motora del presente recurso de ampalo. i.lllinlltar8e
'8xclusivamente <'1 examinar la reguía¡idad formal de la
diligencia acreditativa de la práctica dn la notificación
a través de tercera persona, ha supuesto una lesión del
derecho a la tutela judicial efuct,va sin indefensión, coi
art. 24.1 CE" máxirne habida cuenta de~ criterio de inter­
pretación más Lwor;:¡ble a que antes se aludió.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con·
secuencia:

1.° Declarar que se ha vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva y, por lo tanto, anular el Auto
de la Sección Decimocuarta de la Audiencia Provincial
de Madrid. de 19 de octubre de 1993.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento de la
resolución del recurso de queja entablado contra la pro­
videncia del Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de
los de Madrid. de 26 de febrero de 1993, para que
por parte de la Sección Decimocuarta de la Audiencia
Provincial de Madrid se dicte una resolución respetuosa
del derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente,
en los términos que se concretan en los fundamentos
jurídicos 2.° y 3.°

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a once de marzo de mil novecientos
noventa y seis.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego Gonzá­
lez Campos.-earles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

Sala Primera. Sentencia 40/1996. de 12
de marzo de 1996. Recurso de amparo
1.853//994. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional que decretó la inadmisión por cosa
juzgada del recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por la recurrente contra
sanción administrativa por el ejercicio de acti­
vidad de televisión local por cable sin disponer
de concesión administrativa. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: inadmi­
sión de recurso resultante de manifiesto error
judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villa Ión. don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.853/94 interpuesto
por "Procono, S. L.», bajo la representación procesal del
Procurador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal
y asistida por el Letrado don Manuel Francisco Clavero
Arévalo. contra la Sentencia de la Sección Cuarta de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 22 de marzo de 1994, recaída en el recurso
contencioso-administrativo núm. 4/203/91. Han com­
parecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.

Ha sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado
Barrio, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedent!!s

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 26 de mayo de 1994 y registrado en este
Tribunal el siguiente día 30. el Procurador de los
Tri~unales don Luciano Rosch Nadal. en nombre y repre­
sentación de "Procono. S. L.», interpuso recurso de ampa­
ro contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio­
nal, de 22 de marzo de 1994, que pronunciaba la
inadmisión por cosa juzgada del recurso contencioso-ad­
rninistrativo núm. 4/203/91 interpuesto por la recurren­
te en amparo contra una sanción administrativa por el
ejercicio de la actividad de televisión local por cable sin
disponer de concesión administrativa.

2. La demanda se basa en las siguientes alegacio­
nes de hecho:

a) La recurrente se venía dedicando a la actividad
denominada «vídeo comunitario». Tras serie reconocido
el dere<;ho a desarrollarla por una Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la antigua Audiencia
Territorial de Sevilla. de 15 de junio de 1986, confirmada
íntegramente por Sentencia del Tribunal Supremo
de 12 de marzo de 1987, continuó en su ejercicio,
ampliando sus instalaciones a varias ciudades españolas.

b) Tras aprobarse la Ley31/1987,de 18 de diciem­
breo de Ordenación de las Telecomunicaciones, que
alteró la naturaleza jurídica del vídeo comunitario. con­
virtiéndolo en televisión por cable y exigiendo concesión
administrativa para su ejercicio y dado que la recurrente
no se adecuó a esta nueva exigencia. le fueron incoados
ocho expedientes administrativos sancionadores. corres­
pondientes al mismo número de instalaciones.

Cuatro de estos expedientes fueron decididos
mediante otras tantas Resoluciones de la Secretaría
General de Comunicaciones (por delegación del Ministro)
todas ellas de la misma fecha, 7 de diciembre de 1990.
Concretamente se resolvieron los expedientes sancio­
nadores relativos a las instalaciones de Fuenlabrada (ex­
pediente Cl/S 1.697/89). Torrejón de Ardoz
(Cl/S 1.698/89). San Fernando de Henares
(CI/S 1.699/89) y Móstoles (CI/S 2.219/89). Las cita­
das Resoluciones impusieron cada' una de ellas a la
recurrente una multa de 1.000.000 de pesetas y orde­
naron el cese de las emisiones. con precintado de las
instalaciones o, en su caso, incautación de los equipos.

c) Tras la desestimación presunta por silencio admi­
nistrativo de los recursos de reposición presentados con­
tra las mismas. la demandante de amparo interpuso cua­
tro recursos contencioso-administrativos ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional
en un solo escrito, de 27 de febrero de 1991. al que
se asignó el número de registro 4/101/91. y en el que
solicitaba la acumulación de los mismos.

Por providencia de 9 de mayo de 1991. la Sección
Cuarta de la Sala acordó tener por interpuesto el recurso
contra la Resolución relativa al expediente sancionador
CI/S 1.697/89 (instalaciones de Fuenlabrada). que es
el que se seguiría tramitando con el núm. 4/10 1/91,
y conceder a la recurrente un plazo de diez días para
interponer cada uno de los restantes recursos por sepa­
rado. Así lo hizo aquélla, lo que dio lugar a la tramitación
de estos otros recursos contencioso-administrativos:
recurso núm. 4/203/91 (relativo al expediente CI/S
1.698/89. instalaciones de Torrejón de Ardoz). recurso
núm. 4/204/91 (CI/S 1.699/89, San Fernando de


